
CONVOCATORIA PARA PROVEER EN PROPIEDAD DOS PLAZAS DE TÉCNICO/A 
ADMINISTRACIÓN GENERAL. 

 
EJERCICIO 1 FASE OPOSICIÓN: TEST. 
 
1.- Según lo previsto en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, en virtud de su régimen foral, la aplicación a la Comunidad Foral de 
Navarra de lo dispuesto en dicha Ley se llevará a cabo en dicho territorio: 

a) sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de 
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra. 

b) no se aplicará en ningún caso, en virtud de la competencia exclusiva de dicha 
Comunidad en esa materia desarrollada en la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de 
agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra. 

c) se aplicará íntegramente y en todo caso, sin otras consideraciones relativas a 
normas forales, al tratarse de una ley que transponen al ordenamiento jurídico 
español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. 

d) se aplicará íntegramente y en todo caso, sin otras consideraciones relativas a 
normas forales, ya que las previsiones contenidas en la citada Ley constituyen 
legislación básica estatal dictada al amparo del artículo 149.1. 18ª de la 
Constitución en materia de legislación básica sobre contratos y concesiones 
administrativas y, en consecuencia, son de aplicación general a todas las 
Administraciones Públicas y organismos y entidades dependientes de ellas. 

 
2.- Según lo previsto en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, no es cierto, respecto a los contratos de concesiones, que: 

a) en las concesiones de obras puede preverse la obligación de efectuar las 
actuaciones ambientales relacionadas con las mismas que en ellos se prevean. 

b) en las concesiones de servicios pueda transferirse un riesgo de suministro. 
c) en las concesiones de servicios solo puede transferirse un riesgo operacional de 

demanda. 
d) el riesgo operacional transferido al concesionario deba suponer una exposición 

real a las incertidumbres del mercado. 
 
3.- A los efectos previstos en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, se reconoce expresamente la naturaleza de prestaciones de 
servicios carácter intelectual para: 

a) los de consultoría. 
b) los que requieran de complejas formulaciones alfanuméricas. 
c) los requieren de previos estudios o análisis de diversas soluciones técnicas o 

económicas. 
d) la ley no reconoce en ningún caso, de manera expresa, a determinados servicios 

esa naturaleza o carácter. 
 
4.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no 
es cierto, en relación con la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión 
de la Contratación, que: 

a) los titulares de la presidencia y de las vocalías serán funcionarios de carrera, 
incluidos en el ámbito de la aplicación del texto refundido del Estatuto Básico del 
Empleado Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, pertenecientes al Subgrupo A1 del artículo 76 de dicho texto refundido, 
que cuenten, al menos, con 10 años de experiencia profesional en materias 
relacionadas con la contratación pública. 

b) como órgano de apoyo y asesoramiento a la Presidencia de la Oficina 
Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación, se podrá crear, 



mediante Real Decreto, un Consejo Asesor formado por académicos, 
profesionales y técnicos independientes de reconocido prestigio en el ámbito de 
la contratación de las Administraciones Públicas. 

c) sus miembros tendrán la condición de independientes e inamovibles durante el 
periodo de su mandato y solo podrán ser removidos de su puesto por, entre 
otras, la causa siguiente: haber sido sancionados con carácter firme por 
infracción grave en materia profesional que ponga en entredicho su integridad, 
de disciplina de mercado, de falseamiento de la competencia, de integración 
laboral y de igualdad de oportunidades y no discriminación de las personas con 
discapacidad, o de extranjería, de conformidad con lo establecido en la 
normativa vigente. 

d) el titular de la presidencia de la Oficina será vocal nato de la Junta Consultiva de 
Contratación Pública del Estado. 

 
5.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, es 
cierto que están sujetos a regulación armonizada los contratos cuando tengan un 
valor estimado igual o superior a: 

a) 215.000 euros, en el caso de los de concesión de servicios, cuando los contratos 
hayan de adjudicarse por entidades del sector público distintas a la 
Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos o las Entidades 
Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social. 

b) 5.382.000 €, en los de obras y concesión de obras y servicios. 
c) 5.382.000 €, sólo en el caso de los de obras y de concesión de obras. 
d) 5.382.000 €, en el caso de los de obras, en todos los casos en que se adjudiquen 

por lotes separados. 
 

6.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no 
es cierto, en relación a la duración de los contratos, que: 

a) excepcionalmente, en los contratos de suministros se podrá establecer un plazo 
de duración superior al establecido genéricamente, cuando lo exija el período de 
recuperación de las inversiones directamente relacionadas con el contrato y 
estas no sean susceptibles de utilizarse en el resto de la actividad productiva del 
contratista o su utilización fuera antieconómica, siempre que la amortización de 
dichas inversiones sea un coste relevante en la prestación del suministro o 
servicio, circunstancias que deberán ser justificadas en el expediente de 
contratación con indicación de las inversiones a las que se refiera y de su período 
de recuperación. 

b) la duración de los contratos de arrendamiento de bienes muebles no podrá 
exceder, incluyendo las posibles prórrogas legalmente posibles, de cinco años. 

c) la duración de los contratos de concesión de obras y concesión de servicios que 
comprendan la explotación de un servicio no relacionado con la prestación de 
servicios sanitarios, no podrán exceder de veinticinco años. 

d) los contratos de servicios complementarios de un contrato menor de obras 
podrán tramitarse también como contratos menores, aun cuando su duración 
exceda del año previsto en el apartado siguiente de este artículo, siempre que 
cumplan los requisitos previstos en el artículo 118 de esta ley, que su duración 
no exceda de 30 meses y que el exceso sobre el año de duración venga 
justificado exclusivamente por la duración del período de garantía establecido en 
el contrato de obras principal y los trabajos relacionados con la liquidación de 
dicho contrato principal. 

 
7.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no 
es cierto, en relación con las modificaciones de contratos de obra, que: 

a) se considere que no lo son el exceso de mediciones, entendiendo por tal, la 
variación que durante la correcta ejecución de la obra se produzca 



exclusivamente en el número de unidades realmente ejecutadas sobre las 
previstas en las mediciones del proyecto, siempre que en global no representen 
un incremento del gasto superior al 10 por ciento del precio del contrato inicial. 
Dicho exceso de mediciones será recogido en la certificación final de la obra. 

b) se considere que no lo son la inclusión de precios nuevos, fijados 
contradictoriamente por los procedimientos establecidos en esta Ley y en sus 
normas de desarrollo, siempre que no supongan incremento del precio global del 
contrato ni afecten a unidades de obra que en su conjunto exceda del 3 por 
ciento del presupuesto primitivo del mismo. 

c) cuando la modificación contemple unidades de obra que hayan de quedar 
posterior y definitivamente ocultas, antes de efectuar la medición parcial de las 
mismas, deberá comunicarse a la Intervención de la Administración 
correspondiente, con una antelación mínima de cinco días, para que, si lo 
considera oportuno, pueda acudir a dicho acto en sus funciones de 
comprobación material de la inversión, y ello, sin perjuicio de, una vez 
terminadas las obras, efectuar la recepción. 

d) cuando las modificaciones supongan la introducción de unidades de obra no 
previstas en el proyecto o cuyas características difieran de las fijadas en este, y 
no sea necesario realizar una nueva licitación, los precios aplicables a las 
mismas serán fijados por la Administración, previa audiencia del contratista por 
plazo mínimo de cinco días hábiles. 

 
8.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, el 
incumplimiento de las obligaciones tributarias y con la Seguridad Social por parte 
de los contratistas es una causa de resolución de un contrato público: 

a) si, en todo caso y condición. 
b) sólo será posible si así lo prevén expresamente los Pliegos que rigen la licitación. 
c) no, en ningún caso, ya que tan solo constituirá una prohibición para contratar en 

ulteriores contratos. 
d) no, salvo que lo prevea expresamente así la Agencia Tributaria o la Tesorería de 

la Seguridad Social. 
 
9.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no 
es posible la aplicación del procedimiento negociado sin publicidad en los 
siguientes casos: 

a) en los contratos de concesión de servicios en los que exista una imperiosa 
urgencia resultante de acontecimientos imprevisibles para el órgano de 
contratación y no imputables al mismo, demande una pronta ejecución del 
contrato que no pueda lograrse mediante la aplicación de la tramitación de 
urgencia regulada en el artículo 119. 

b) en los contratos de concesión de servicios en los que no se haya presentado 
ninguna oferta; ninguna oferta adecuada; ninguna solicitud de participación; o 
ninguna solicitud de participación adecuada en respuesta a un procedimiento 
abierto o a un procedimiento restringido, siempre que las condiciones iniciales 
del contrato no se modifiquen sustancialmente, sin que en ningún caso se pueda 
incrementar el presupuesto base de licitación ni modificar el sistema de 
retribución, y que se envíe un informe a la Comisión Europea cuando esta así lo 
solicite. 

c) en los contratos de suministros que solo puedan ser encomendados a un 
empresario determinado, por no existir competencia por razones técnicas. 

d) en los contratos de servicios, cuando los que constituyan su objeto consistan en 
la repetición de otros similares adjudicados al mismo contratista mediante alguno 
de los procedimientos de licitación regulados en esta ley previa publicación del 
correspondiente anuncio de licitación, siempre que se ajusten a un proyecto base 
que haya sido objeto del contrato inicial adjudicado por dichos procedimientos, 



que la posibilidad de hacer uso de este procedimiento esté indicada en el 
anuncio de licitación del contrato inicial, que el importe de las nuevas obras o 
servicios se haya tenido en cuenta al calcular el valor estimado del contrato 
inicial, y que no hayan transcurrido más de tres años a partir de la celebración 
del contrato inicial. 

 
10.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, es 
un efecto directo de la interposición de un recurso especial en materia de 
contratación: 

a) la suspensión de la tramitación del procedimiento cuando el acto recurrido sea 
el de adjudicación. 

b) la automática suspensión de la tramitación del procedimiento. 
c) la automática suspensión de la tramitación del procedimiento cuando lo haya 

solicitado el recurrente en su escrito de interposición. 
d) en ningún caso se suspenderá la tramitación del procedimiento. 

 
11.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, y en 
relación con la demora en la ejecución de los contratos, no es cierto que: 

a) cuando hubiere incurrido en demora respecto al cumplimiento de los plazos 
parciales, la Administración podrá optar, en todo caso, y atendidas las 
circunstancias del caso, por la resolución del contrato o por la imposición de las 
penalidades diarias en la proporción de 0,60 euros por cada 1.000 euros del 
precio del contrato, IVA excluido. 

b) cada vez que las penalidades por demora alcancen un múltiplo del 5 por 100 del 
precio del contrato, IVA excluido, el órgano de contratación estará facultado para 
proceder a la resolución del mismo o acordar la continuidad de su ejecución con 
imposición de nuevas penalidades. 

c) la constitución en mora del contratista no precisará intimación previa por parte 
de la Administración. 

d) el contratista está obligado a cumplir el contrato dentro del plazo total fijado para 
la realización del mismo, así como de los plazos parciales señalados para su 
ejecución sucesiva. 
 

12.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, y en 
relación a las condiciones especiales de ejecución del contrato de carácter social, 
ético, medioambiental o de otro orden, no es cierto que: 

a) en todo caso, será obligatorio el establecimiento en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares de, al menos, una de las condiciones especiales de 
ejecución de entre las que enumera el apartado siguiente. 

b) las consideraciones relativas al empleo, podrán introducirse, entre otras 
posibles, con la finalidad de combatir el paro, en particular el juvenil, el que afecta 
a las mujeres y el de larga duración. 

c) el incumplimiento de estas condiciones se podrá tipificar en los Pliegos como 
causa de resolución del contrato, o, en los términos que se establezcan 
reglamentariamente, como infracción grave. 

d) todas las condiciones que formen parte del contrato podrán ser potestativamente 
exigidas, si así se prevé en los Pliegos, igualmente a todos los subcontratistas 
que participen de la ejecución del mismo. 

 
13.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no 
es cierto en relación con las penalidades en los contratos de concesión de obras, 
que: 

a) con independencia del régimen de penalidades previsto en el pliego, la 
Administración podrá también imponer al concesionario multas coercitivas 
cuando éste persista en el incumplimiento de sus obligaciones, siempre que 



hubiera sido requerido previamente y no las hubiera cumplido en el plazo fijado. 
A falta de determinación por la legislación específica, el importe diario de la multa 
será de 3.000 euros. 

b) en fase de explotación, el límite máximo de las penalidades anuales no podrá 
exceder del 10 por cien de los ingresos obtenidos por la explotación de la obra 
pública durante el año anterior. 

c) además de los supuestos previstos en esta Ley, en los pliegos se establecerán 
los incumplimientos graves que pueden dar lugar al secuestro temporal de la 
concesión, con independencia de las penalidades que en cada caso procedan 
por razón del incumplimiento. 

d) si la cuantía del daño causado es superior a la penalización máxima establecida 
en la ley, se ampliará el límite hasta el valor del daño causado. 
 

14.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no 
es cierto, respecto al Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del 
Sector Público, que: 

a) los interesados podrán en todo momento solicitar la cancelación de las 
inscripciones a ellos referidas, salvo en los casos y circunstancias de inscripción 
obligatoria. 

b) el Registro y los Registros de licitadores y empresas clasificadas de las 
Comunidades Autónomas se facilitarán mutuamente la información relativa a las 
prohibiciones de contratar en ellos inscritas. 

c) las prohibiciones de contratar que, en función de su ámbito y del órgano que las 
haya declarado, deban ser inscritas en el registro de licitadores y empresas 
clasificadas de una Comunidad Autónoma que cuente con dicho registro, serán 
comunicadas al Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del 
Sector Público, por el órgano de dicha Comunidad Autónoma competente para 
la llevanza del registro, para su publicación de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 345 de la ley. 

d) deban necesariamente constar los datos relativos a la solvencia económica y 
financiera, que se reflejarán de forma independiente de la clasificación que, en 
su caso, tenga el empresario. 
 

15.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no 
es cierto, en relación a las normas específicas de contratación pública previstas 
para las Entidades Locales, que: 

a) sólo en los municipios, en los contratos de concesión de obras y de servicios, el 
expediente acreditativo de la conveniencia y oportunidad de la medida que exige 
la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, con el 
contenido reglamentariamente determinado, se tramitará conjuntamente con el 
estudio de viabilidad regulado en esta Ley. 

b) sólo en los municipios de población inferior a 5.000 habitantes, en los contratos 
de obras cuya financiación exceda de un presupuesto anual, podrán redactarse 
proyectos independientes relativos a cada una de las partes de la obra, siempre 
que estas sean susceptibles de utilización separada en el sentido del uso general 
o del servicio, o puedan ser sustancialmente definidas. La ejecución de cada uno 
de los proyectos podrá ser objeto de un contrato diferente, sin perjuicio de la 
aplicación de los artículos 99 y 101 de esta ley. 

c) sólo en los Municipios de población inferior a 20.000 habitantes podrán licitar 
contratos no sujetos a regulación armonizada de concesión de servicios que se 
refieran a la gestión de dos o más servicios públicos diferentes siempre y cuando 
la anualidad media del contrato no supere los 200.000 euros, y el órgano de 
contratación justifique en el expediente de contratación esta decisión en base a 
la necesidad objetiva de proceder a la gestión unificada de dichos servicios. En 



todo caso, el pliego de cláusulas administrativas particulares precisará el ámbito 
funcional y territorial del contrato de concesión de servicios. 

d) se podrán tramitar anticipadamente los contratos cuya ejecución material haya 
de comenzar en el ejercicio siguiente o aquellos cuya financiación dependa de 
un préstamo, un crédito o una subvención solicitada a otra entidad pública o 
privada sometiendo la adjudicación a la condición suspensiva de la efectiva 
consolidación de los recursos que han de financiar el contrato correspondiente. 

 
16.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no 
es cierto, en relación con la información sobre las condiciones de subrogación de 
personal en contratos de trabajo, que: 

a) en el caso de que una vez producida la subrogación los costes laborales fueran 
superiores a los que se desprendieran de la información facilitada por el antiguo 
contratista al órgano de contratación, el contratista tendrá acción directa contra 
el antiguo contratista. 

b) como parte de la información a proporcionar, en todo caso se deberán aportar 
los listados del personal objeto de subrogación, indicándose en los mismos, 
entre otras cuestiones, la vida laboral de cada trabajador. 

c) lo dispuesto en la ley respecto de la subrogación de trabajadores resultará 
igualmente de aplicación a los socios trabajadores de las cooperativas cuando 
estos estuvieran adscritos al servicio o actividad objeto de la subrogación. 

d) en el caso de que una Administración Pública decida prestar directamente un 
servicio que hasta la fecha venía siendo prestado por un operador económico, 
vendrá obligada a la subrogación del personal que lo prestaba si así lo establece 
una norma legal, un convenio colectivo o un acuerdo de negociación colectiva 
de eficacia general. 
 

17.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no 
es cierto, en relación con el pago del precio del contrato, que: 

a) si la demora de la Administración fuese superior a seis meses, el contratista 
tendrá derecho, asimismo, a resolver el contrato y al resarcimiento de los 
perjuicios que como consecuencia de ello se le originen. 

b) si la demora en el pago por parte del Administración fuese superior a cuatro 
meses, el contratista podrá proceder, en su caso, a la suspensión del 
cumplimiento del contrato, debiendo comunicar a la Administración, con un mes 
de antelación, tal circunstancia, a efectos del reconocimiento de los derechos 
que puedan derivarse de dicha suspensión, en los términos establecidos en esta 
Ley. 

c) sin perjuicio de lo establecido en las normas tributarias y de la Seguridad Social, 
los abonos a cuenta que procedan por la ejecución del contrato, solo podrán ser 
embargados para el pago de los salarios devengados por el personal del 
contratista en la ejecución del contrato y de las cuotas sociales derivadas de los 
mismos y para el pago de las obligaciones contraídas por el contratista con los 
subcontratistas y suministradores referidas a la ejecución del contrato. 

d) si el contratista incumpliera el plazo de treinta días para presentar la factura, el 
devengo de intereses no se iniciará hasta transcurridos sesenta días desde la 
fecha de la correcta presentación de la factura, sin que la Administración haya 
aprobado la conformidad, si procede, y efectuado el correspondiente abono. 
 

18.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, en 
el caso de suspensión del contrato, la Administración abonará al contratista los 
daños y perjuicios efectivamente sufridos por este, cuyo abono incluirá, salvo que 
el pliego que rija el contrato establezca otra cosa, alguno de los siguientes 
conceptos: 



a) un 3 por 100 del precio de las prestaciones que debiera haber ejecutado el 
contratista durante el período de suspensión, conforme a lo previsto en el 
programa de trabajo o en el propio contrato. 

b) los gastos salariales del personal que necesariamente deba quedar adscrito al 
contrato durante el período de suspensión. 

c) los gastos correspondientes a las pólizas de seguro suscritas por el contratista 
previstos en el pliego de cláusulas administrativas vinculados al objeto del 
contrato. 

d) los gastos por mantenimiento de la garantía definitiva. 
 

19.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no 
es cierto, en relación con las concesiones de servicios, que: 

a) en el caso de extinción del contrato por cumplimiento del mismo, el contratista 
deberá seguir prestando el servicio hasta que se formalice el nuevo contrato. 

b) si así lo hubiera establecido el pliego de cláusulas administrativas particulares, 
el concesionario abonará a la Administración concedente un canon o 
participación. 

c) en el caso de resolución por causa imputable a la Administración, esta abonará 
al concesionario, en todo caso, el importe de las inversiones realizadas por razón 
de la expropiación de terrenos, ejecución de obras de construcción y adquisición 
de bienes que sean necesarios para la explotación de los servicios objeto de 
concesión, atendiendo a su grado de amortización. 

d) existirá derecho al restablecimiento del equilibrio económico financiero por 
incumplimiento de las previsiones de la demanda recogidas en el estudio de la 
Administración que sirvió para la licitación del contrato. 

 
20.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no 
es cierto, en relación con los contratos sometidos al marco del régimen del 
“sistema dinámico de adquisición”, que: 

a) su perfección se produzca con su adjudicación. 
b) se suspenda automática y en todo caso su tramitación si se interpone recurso 

especial contra el acuerdo de adjudicación. 
c) con carácter previo a la tramitación de un acuerdo marco o de un sistema 

dinámico de adquisición no será necesario que se apruebe un presupuesto base 
de licitación. 

d) el desistimiento se realizará por el órgano de contratación de oficio, o a 
propuesta del organismo destinatario de la prestación. 

 
21.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no 
es cierto, en relación con la posibilidad de ejecución directa de prestaciones por 
la propia Administración Pública, que: 

a) la autorización de la ejecución de obras y de la fabricación de bienes muebles y, 
en su caso, la aprobación del proyecto, corresponderá al órgano competente 
para la aprobación del gasto. 

b) es posible cuando la Administración posea elementos auxiliares utilizables, cuyo 
empleo suponga una economía superior al 10 por 100 del importe del 
presupuesto del contrato o una mayor celeridad en su ejecución, justificándose, 
en este caso, las ventajas que se sigan de la misma. 

c) es posible cuando se trate de un supuesto de emergencia, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 120. 

d) quedan exceptuados de las limitaciones legales aquellas fabricaciones de bienes 
muebles que, por razones de defensa o de interés militar, resulte conveniente 
que se ejecuten por la Administración. 

 



22.- Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no 
es cierto, en relación con la perfección y forma de los contratos, que: 

a) las entidades del sector público no podrán contratar verbalmente, salvo que el 
contrato tenga, conforme a lo señalado en el artículo 120.1, carácter de 
emergencia. 

b) los contratos que celebren los poderes adjudicadores, a excepción de los 
contratos menores y de los contratos basados en un acuerdo marco, se 
perfeccionan con su formalización. 

c) los contratos que celebren los poderes adjudicadores que no tengan la 
consideración de Administraciones Públicas, cuando sean susceptibles de 
recurso especial en materia de contratación conforme al artículo 44, deberán 
formalizarse en los plazos establecidos en el artículo 153. 

d) salvo que se indique otra cosa en su clausulado, los contratos del sector público 
se entenderán celebrados en el lugar donde se encuentre la sede del órgano de 
contratación. 
 

23.- Según el Decreto Legislativo 1/2021, de 18 de junio, del Consell de aprobación 
del texto refundido de la Ley de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje, los 
procedimientos de concesión de licencias que comporten obras mayores de 
nueva construcción o reforma estructural de entidad equivalente a una nueva 
construcción o las de derribo, respecto a edificios no catalogados, se deberán 
resolver en el plazo de: 

a) un mes. 
b) dos meses. 
c) tres meses. 
d) no existe plazo establecido legalmente. 

 
24.- Según el Decreto Legislativo 1/2021, de 18 de junio, del Consell de aprobación 
del texto refundido de la Ley de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje, las 
multas por infracciones urbanísticas graves, que no sean impuestas por la 
ejecución de obras o instalaciones realizadas sin licencia u orden de ejecución, 
serán: 

a) de trescientos hasta tres mil euros. 
b) de tres mil uno a treinta mil euros. 
c) de treinta mil uno a un millón y medio de euros. 
d) no existe importe mínimo ni máximo establecido legalmente, debiéndose regular 

dichos importes por medio de ordenanza municipal. 
 

25.- Según el Decreto Legislativo 1/2021, de 18 de junio, del Consell de aprobación 
del texto refundido de la Ley de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje, son 
actos que en ningún caso están sujetos a licencia: 

a) la ubicación provisional de casas prefabricadas. 
b) la demolición de las construcciones, siempre que estén acompañadas de una 

certificación emitida por un organismo de certificación administrativa o un colegio 
profesional en los términos previstos en esta ley. 

c) la construcción de vías privadas. 
d) los movimientos de tierras, cuando no formen parte de un proyecto de 

reparcelación. 
 
26.- Señale la respuesta incorrecta: 

a) Entre otros, es función de la Tesorería municipal servir al principio de unidad de 
caja, mediante la centralización de todos los fondos y valores generados por 
operaciones presupuestarias y extrapresupuestarias. 

b) Las disponibilidades de la tesorería y sus variaciones quedan sujetas a 
intervención y al régimen de la contabilidad pública. 



c) El ejercicio contable coincidirá con el ejercicio presupuestario. 
d) La expedición de las órdenes de pago habrá de acomodarse al plan de 

disposición de fondos de la tesorería que se establezca por el presidente y que 
podrá establecer la prioridad de los pagos que estime según las necesidades de 
cada corporación, sin límite legal alguno.  

 
27.- De acuerdo con el artículo 190 del TRLHL las órdenes de pago cuyos 
documentos acreditativos de la realización de la prestación o del derecho del 
acreedor para poder reconocer la obligación, no se puedan acompañar en el 
momento de su expedición: 

a) Tendrán el carácter de anticipos de caja fija y se aplicarán a los 
correspondientes créditos presupuestarios. 

b) Tendrán el carácter de anticipos de caja fija y no se aplicarán a los 
correspondientes créditos presupuestarios hasta el momento en que se 
apruebe la correspondiente justificación. 

c) Tendrán el carácter de a justificar y se aplicarán a los correspondientes créditos 
presupuestarios. 

d) Tendrán el carácter de a justificar y no se aplicarán a los correspondientes 
créditos presupuestarios hasta el momento en que se apruebe la 
correspondiente justificación. 
 

28.- De acuerdo con el artículo 21 de la Ley 7/1985 el alcalde será competente para 
concertar operaciones de crédito a largo plazo siempre que: 

a) Su importe acumulado dentro de cada ejercicio económico no supere el 10 
por ciento de sus recursos ordinarios. 

b) Su importe acumulado dentro de cada ejercicio económico no supere el 10 
por ciento de los ingresos corrientes liquidados en el ejercicio anterior. 

c) Su importe acumulado dentro de cada ejercicio económico no supere el 15 
por ciento de sus recursos ordinarios. 

d) Su importe acumulado dentro de cada ejercicio económico no supere el 15 
por ciento de los ingresos corrientes liquidados en el ejercicio anterior. 

 
29.- De acuerdo con el TRLHL, contra los actos de aplicación y efectividad de los 
tributos y restantes ingresos de derecho público de las entidades locales de 
régimen común debe interponerse: 

a) recurso contencioso administrativo. 
b) recurso reposición. 
c) reclamación económico administrativa. 
d) recurso de alzada. 

 
30.- El hecho imponible del impuesto de bienes inmuebles, viene constituido por 
la titularidad de los siguientes derechos sobre dichos bienes. Señale la respuesta 
incorrecta: 

a) de una concesión administrativa sobre el propio inmueble o sobre los 
servicios públicos que se hallen afectos. 

b) de un derecho real de superficie y de usufructo. 
c) de un derecho de propiedad. 
d) de un derecho real de superficie, de usufructo y de servidumbre. 

 
31.- Señale la respuesta incorrecta en el ámbito de aplicación de la Ley 38/2003 
General de Subvenciones: 

a) Están excluidos del ámbito de aplicación de la Ley General de 
Subvenciones los premios que se otorguen sin la previa solicitud del 
beneficiario. 



b) No podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora de 
las subvenciones reguladas en la Ley General de Subvenciones las 
personas que han dado lugar, por causa de la que hubiesen sido declarados 
culpables, a la resolución firme de cualquier contrato celebrado con la 
Administración. 

c) No es necesario que el beneficiario de una subvención comunique al órgano 
concedente o la entidad colaboradora la obtención de otras subvenciones, 
ayudas, ingresos o recursos que financien las actividades subvencionadas. 

d) La normativa reguladora de la subvención podrá exigir un importe de 
financiación propia para cubrir la actividad subvencionada. 

 
32.- Señale la respuesta incorrecta en relación con la compensación de deudas 
tributarias: 

a) La compensación se acordará de oficio o a instancia del obligado tributario. 
b) El obligado tributario no podrá solicitar la compensación de las deudas 

tributarias que se encuentren en período ejecutivo. 
c) La presentación de una solicitud de compensación en período voluntario 

impedirá el inicio del período ejecutivo de la deuda concurrente con el 
crédito ofrecido, pero no el devengo del interés de demora que pueda 
proceder, hasta la fecha de reconocimiento del crédito. 

d) La extinción de la deuda tributaria se producirá en el momento de la 
presentación de la solicitud o cuando se cumplan los requisitos exigidos 
para las deudas y los créditos, si este momento fuera posterior a dicha 
presentación. 

 
33.- Señale la respuesta incorrecta en relación con los efectos de la prescripción: 

a) La prescripción ganada aprovecha por igual a todos los obligados al pago de 
la deuda tributaria salvo lo dispuesto para los casos de mancomunidad. 

b) La prescripción se aplicará de oficio, incluso en los casos en que se haya 
pagado la deuda tributaria.  

c) Para que se declare la prescripción respecto de una deuda ya pagada, será 
necesario que la invoque o excepcione el obligado tributario. 

d) La prescripción ganada extingue la deuda tributaria. 
 

34.- En ningún caso formará parte de la deuda tributaria… 
a) El interés de demora. 
b) Los recargos por declaración extemporánea. 
c) Los recargos del período ejecutivo. 
d) Las sanciones tributarias que puedan imponerse. 

 
35.- Señale la respuesta incorrecta en relación con la Ley General de 
Subvenciones: 

a) Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho 
público, resultando de aplicación para su cobranza lo previsto en la Ley General 
Presupuestaria. 

b) Una vez acordado el inicio del procedimiento de reintegro, como medida 
cautelar, el órgano concedente puede acordar, la suspensión de los libramientos 
de pago de las cantidades pendientes de abonar al beneficiario o entidad 
colaboradora, sin superar, en ningún caso, el importe que fijen la propuesta o 
resolución de inicio del expediente de reintegro, con los intereses de demora 
devengados hasta aquel momento. 

c) Pueden ser gasto subvencionable los intereses de demora de las cuentas 
bancarias, así como los gastos de procedimientos judiciales. 

d) El procedimiento para la concesión de subvenciones se inicia siempre de oficio. 
 



36.- El Presupuesto de una entidad local lo forma: 
a) El Interventor. 
b) El Presidente. 
c) La Comisión de Presupuestos. 
d) La Comisión de Economía y Hacienda. 

 
37.- Las operaciones no financieras están determinadas por los ingresos y gastos 
de los capítulos: 

a) 1 a 5, de forma exclusiva. 
b) 6 y 7, de forma exclusiva. 
c) 8 y 9, de forma exclusiva. 
d) 1 a 7, de forma exclusiva. 

 
38.- Contra la aprobación definitiva del presupuesto cabe: 

a) Cabe recurso administrativo. 
b) Cabe reclamación económico-administrativa. 
c) Cabe recurso contencioso administrativo. 
d) No cabe recurso alguno. 

 
39.- Si al iniciarse el ejercicio económico no hubiese entrado en vigor el 
presupuesto correspondiente. 

a) Se impondrá uno provisional por la Conselleria competente en materia de 
Hacienda del Gobierno de la Comunidad Autónoma hasta su aprobación. 

b) Quedan automáticamente prorrogados los del año anterior. 
c) Cesará inmediatamente el Alcalde y se nombrará un nuevo en los términos de la 

Ley reguladora de las bases del régimen local. 
d) Todas son incorrectas. 

 
40.- El principio presupuestario de especialidad de gasto implica que: 

a) La tesorería de la entidad local centralizará todos los recursos financieros, sean 
dinero, valores o créditos, generados tanto por operaciones presupuestarias 
como extrapresupuestarias, debiendo utilizarlos indistintamente para financiar 
cualquiera de sus gastos. 

b) No podrán adquirirse compromisos de gasto por cuantía superior al importe de 
los créditos autorizados en los estados de gastos del presupuesto, siendo nulos 
de pleno derecho los acuerdos, resoluciones y actos administrativos que infrinjan 
la expresada norma, sin perjuicio de las responsabilidades a que haya lugar. 

c) El ejercicio presupuestario coincidirá con el año natural y a él se imputarán los 
derechos liquidados y las obligaciones reconocidas durante el mismo. 

d) Las políticas de gastos públicos deben establecerse teniendo en cuenta la 
situación económica y el cumplimiento del objetivo de estabilidad 
presupuestaria, y se ejecutarán mediante una gestión de los recursos públicos 
orientada por la eficacia, la eficiencia y la calidad. 

 
41.- En la Cuenta General de la entidad no se integrarán: 

a) Las de las sociedades mercantiles de capital íntegramente propiedad de las 
entidades locales. 

b) La de los organismos autónomos. 
c) La de la propia entidad. 
d) Las de las sociedades mercantiles de capital mayoritariamente propiedad de las 

entidades locales. 
 
42. ¿Cuál NO es un principio general de subvenciones públicas, según el artículo 
8 de la Ley General de Subvenciones (Ley 38/2003)? 

a) Publicidad, transparencia, concurrencia, objetividad, igualdad, no discriminación. 



b) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados por la Administración 
otorgante. 

c) Eficiencia en la asignación y utilización en los recursos públicos. 
d) Agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades materiales de 

gestión. 
 
43. ¿Cuál es el procedimiento ordinario de concesión de subvenciones públicas? 

a) Concesión directa. 
b) Régimen de concurrencia competitiva. 
c) Subasta. 
d) Concesión nominativa. 

 
44. En las Corporaciones Locales, las bases reguladoras de las subvenciones 

a) Se deben aprobar en el marco de las bases de ejecución del presupuesto.  
b) A través de una ordenanza general de subvenciones.  
c) Mediante una ordenanza específica para las distintas modalidades de 

subvenciones. 
d) Todas son correctas. 

 
45.- Cómo se denominan las normas que contienen la adaptación a las 
disposiciones generales en materia presupuestaria, a la organización y 
circunstancies propias de la Entidad?  

a) Bases de resolución.  
b) Bases de ejecución.  
c) Bases normativas. 
d) Bases específicas. 

 
 
46.- Indique cuál de las siguientes circunstancias un/a funcionario/a no tendrá 
derecho a la reserva de su puesto de trabajo:  

a) Durante los dos primeros años de la excedencia por cuidado de un hijo. 
b) Durante los seis primeros meses de la excedencia por razón de violencia de 

género. 
c) Durante los tres primeros meses de la excedencia voluntaria por agrupación 

familiar.  
d) Durante los seis primeros meses en situación de suspensión de funciones. 

 
47.- Conforme a lo previsto en el artículo 19 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de 
marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, todos los proyectos de 
disposiciones de carácter general y los planes de especial relevancia económica, 
social, cultural y artística deberán incorporar un informe que dicha Ley denomina:  

a) Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades. 
b) Informe de no discriminación e igualdad de trato.  
c) Informe de impacto de género.  
d) Informe periódico para la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y 

hombres. 
 
48.- En ausencia del presidente/a o de quien legalmente haya de sustituirle, el 
pleno quedará válidamente constituido. Señale la respuesta correcta:  

a) El Pleno quedará válidamente constituido con la única presencia del 
Presidente/a o de quién legalmente le sustituya. 

b) Siempre que concurra la mitad del número legal de miembros del mismo, y será 
presidido por el miembro de la Corporación de mayor edad entre los presentes.  

c) En las convocatorias extraordinarias a petición de una cuarta parte del número 
legal de miembros de la corporación, siempre que concurra un tercio del número 



legal de miembros del mismo, siendo presidido por el miembro de la Corporación 
de mayor edad entre los presentes.  

d) Siempre que concurra un tercio del número legal de miembros del mismo, y será 
presidido por el miembro de la Corporación de mayor antigüedad entre los 
presentes. 

 
49.- Conforme al artículo 15 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de las mujeres y hombres, el principio de igualdad de trato y 
oportunidades entre mujeres y hombres informará la actuación de todos los 
Poderes Públicos con carácter:  

a) Sesgado.  
b) General.  
c) Ordinario.  
d) Transversal. 

 
50.- El órgano con competencias en materia de recursos humanos del 
Ayuntamiento impone a un funcionario de la Corporación una sanción de 
apercibimiento por la comisión de una falta tipificada en el artículo 95 del Estatuto 
Básico del Empleado Público como muy grave. Dicha sanción se impuso sin la 
instrucción de expediente disciplinario, salvo el trámite de audiencia. ¿Entiende 
ajustada a derecho dicha imposición?:  

a) No, porque ante la comisión de una falta muy grave, sólo cabe la imposición de 
la sanción de separación del servicio o de suspensión de funciones.  

b) Sí, porque la imposición de una sanción de apercibimiento no requiere 
preceptivamente la instrucción de expediente disciplinario.  

c) No, porque aunque la sanción impuesta haya sido la de apercibimiento, la falta 
era muy grave, siendo en ese caso preceptiva la instrucción de expediente 
disciplinario.  

d) Sí, porque se ha evacuado el trámite preceptivo de audiencia. 
 
51.- Pueden ser objeto de delegación por parte de los órganos de la 
Administración General del Estado las competencias relativas a: 

a) Las materias en que así se determine por norma de rango de Ley. 
b) La adopción de disposiciones de carácter general. 
c) La resolución de recursos en los órganos administrativos que han dictado los 

actos objeto d recurso. 
d) Aquellas competencias que tiene atribuida en otro órgano de la misma 

Administración, aún cuando no sean jerárquicamente dependientes. 
 
52.- El artículo 141 de la Constitución Española de 1978 prevé la posibilidad de:  

a) Crear agrupaciones de provincias dentro de la misma Comunidad Autónoma.  
b) Fusionar provincias limítrofes, previa consulta por referéndum a sus habitantes.  
c) Alterar los límites municipales previa aprobación por las Cortes Generales por 

Ley orgánica.  
d) Crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia. 

 
53.- Según lo indicado en el artículo 122 apartado 3 de la vigente Constitución 
Española, señale cuál de las siguientes afirmaciones no es correcta:  

a) El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del 
Tribunal Supremo y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período 
de cuatro años. 

b) De los miembros del Consejo General del Poder Judicial, doce son nombrados 
entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales. 1  

c) De los miembros del Consejo General del Poder Judicial, cuatro son nombrados 
a propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado.  



d) Los miembros elegidos por el Congreso de los Diputados y el Senado deben ser 
abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida competencia y con más de 
quince años de ejercicio en su profesión. 

 
54.- De acuerdo con el artículo 168 de la vigente Constitución Española, cuando 
se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte a su 
Título preliminar, al Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, 
se procederá:  

a) En primer lugar, a la aprobación del principio por mayoría de dos tercios de cada 
Cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.  

b) En primer lugar, a la ratificación de la decisión por las Cámaras y estudio del 
nuevo texto constitucional, que deberá ser aprobado por mayoría de un tercio de 
ambas Cámaras.  

c) Aprobada la reforma por las Cortes Generales, se convocarán elecciones 
generales.  

d) Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para 
su ratificación cuando así lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su 
aprobación, una décima parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras. 

 
55.- De conformidad con el artículo 10 del Estatuto Básico del Empleado Público, 
son funcionarios interinos los que, por razones expresamente justificadas de 
necesidad y urgencia, son nombrados como tales con carácter temporal para el 
desempeño de funciones propias de funcionarios de carrera, cuando se dé alguna 
de las siguientes circunstancias (señale la respuesta incorrecta): 

a) La existencia de plazas vacantes, cuando no sea posible su cobertura por 
funcionarios de carrera, por un máximo de tres años, en los términos previstos 
en el apartado 4.  

b) La sustitución transitoria de los titulares, durante el tiempo estrictamente 
necesario.  

c) La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una 
duración superior a tres años, ampliable hasta doce meses más por las leyes de 
Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto.  

d) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de seis meses, dentro de 
un periodo de doce meses. 

 
56.- La Administración Pública únicamente podrá celebrar contratos de trabajo 
temporal en los siguientes casos (señale la respuesta incorrecta): 

a) Para cubrir temporalmente un puesto de trabajo hasta que finalice el proceso de 
selección para su cobertura definitiva. 

b) Por el incremento ocasional e imprevisible de la actividad y las oscilaciones, que, 
aun tratándose de la actividad normal de la empresa, generan un desajuste 
temporal entre el empleo estable disponible y el que se requiere, siempre que no 
respondan a los supuestos incluidos en el artículo 16.1. 

c) Para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, 
siempre que dichos contratos se encuentren asociados a la estricta ejecución de 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia y solo por el tiempo 
necesario para la ejecución de los citados proyectos. 

d) Para la mejora de la ocupabilidad y la inserción laboral en el marco de los 
programas de activación para el empleo previstos en este texto refundido de la 
Ley de Empleo, cuya duración no podrá exceder de dieciocho meses. 

 
57.- Son infracciones administrativas en materia de subvenciones: 

a) Presentar fuera de plazo las cuentas justificativas o presentarlas incompletas o 
inexactas, es una infracción leve. 



b) Incumplir con la obligación de conservar justificantes y documentos 
equivalentes, es una infracción grave. 

c) Alterar los fines para los que la subvención fue obtenida, es una infracción leve. 
d) Falsear las condiciones requeridas para obtener una subvención, es una 

infracción grave. 
 
58.- En relación a la práctica de las notificaciones de la Administración Pública y 
de acuerdo con el artículo 41 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante LPAC), 
indique cuál de las siguientes afirmaciones es incorrecta: 

a) En ningún caso se efectuarán por medios electrónicos las notificaciones en las 
que el acto a notificar vaya acompañado de elementos que no sean susceptibles 
de conversión en formato electrónico. 

b) Las Administraciones podrán practicar las notificaciones por medios no 
electrónicos cuando para asegurar la eficacia de la actuación administrativa 
resulte necesario practicar la notificación por entrega directa de un empleado 
público de la Administración notificante. 

c) La falta de práctica de un aviso al dispositivo electrónico y/o a la dirección de 
correo electrónico del interesado que éste haya comunicado, impedirá que la 
notificación sea considerada plenamente válida. 

d) En ningún caso se efectuarán por medios electrónicos las notificaciones que 
contengan medios de pago a favor de los obligados, tales como cheques. 

 
59.- Enajenación de bienes patrimoniales. Las parcelas sobrantes serán 
enajenadas... 

a) Por venta directa al propietario o propietarios colindantes o permutadas con 
terrenos de los mismos. 

b) Mediante subasta pública. 
c) Mediante procedimiento simplificado sumario. 
d) Por venta directa a los vecinos, previa autorización de la Administración 

autonómica competente. 
 
60.- Según la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público, el ejercicio de 
la potestad sancionadora corresponde a los órganos administrativos que la 
tengan expresamente atribuida por: 

a) Una disposición de rango legal. 
b) Una disposición de rango reglamentario. 
c) Una disposición de rango legal o reglamentario. 
d) Ninguna de las respuestas anteriores son correctas. 

 
61.- Indique qué actos de los órganos de siguientes no agotan la vía 
administrativa: 

a) Actos del Presidente de la Diputación Provincial de Valencia. 
b) Actos del Alcalde de una entidad local menor. 
c) Actos del tribunal de selección de una plaza de funcionario. 
d) Las respuestas b) y c) son correctas. 

 
62.- Las ocupaciones del dominio público realizadas en precario: 

a) La figura del precario solo cabe sobre bienes patrimoniales, nunca sobre el 
dominio público. 

b) Pueden ser dejadas sin efecto por la entidad local en cualquier momento si no 
hay fijado plazo. 

c) Se podrá acordar por el presidente de la corporación por plazo inferior a un año. 
y el transcurso del término concedido será título suficiente para proceder, en su 
caso, al desahucio administrativo. 



d) Al ser el precario una figura propia del derecho civil, deberá acudirse al orden 
jurisdiccional civil para el desahucio y posterior lanzamiento. 

 
63.- ¿Qué plazo debe de transcurrir desde que se inició el procedimiento de 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública, sin que haya recaído y 
se notifique resolución expresa o, en su caso, se haya formalizado el acuerdo 
propio de la terminación convencional, para entender que la resolución es 
contraria a la indemnización del particular? 

a) Tres meses. 
b) Seis meses. 
c) Un año. 
d) En el caso de los daños de carácter físico o psíquico a las personas, será de un 

año, pero solo en este caso, empezará a computarse desde la curación o la 
determinación del alcance de las secuelas. 

 
64.- De acuerdo con lo señalado en el artículo 30 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, en caso de vía de 
hecho, el interesado podrá formular requerimiento a la Administración actuante, 
intimando su cesación. Si dicha intimación no hubiere sido formulada o no fuere 
atendida, podrá deducir directamente recurso contencioso-administrativo, en el 
plazo de: 

a) 10 días siguientes a la presentación del requerimiento. 
b) 20 días desde el día en que se inició la actuación administrativa en vía de hecho. 
c) seis meses desde el día en que se inició la actuación administrativa en vía de 

hecho. 
d) dos meses desde el día en que se inició la actuación administrativa en vía de 

hecho. 
 
65.- Según establece el artículo 59 de la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, las Subsecretarías, las Secretarías Generales, las Secretarías 
Generales Técnicas, las Direcciones Generales, las Subdirecciones Generales, y 
órganos similares a los anteriores se crean, modifican y suprimen, sin más 
requisitos, por:  

a) Acuerdo del Consejo de Ministros.  
b) Real Decreto del Consejo de Ministros.  
c) Orden del Ministro.  
d) Ninguna de las tres respuestas es correcta. 

 
66.- El artículo 71 de la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
establece que los servicios territoriales de la Administración General del Estado 
en la Comunidad Autónoma se organizarán atendiendo al mejor cumplimiento de 
sus fines, en:  

a) Servicios de atención al ciudadano y servicios de gestión interna. 
b) Servicios integrados y no integrados en las Delegaciones del Gobierno. 
c) Servicios propios y servicios ajenos.  
d) Servicios generales y servicios especializados. 

 
67.- La Administración del Estado o, en su caso, la de la Comunidad Autónoma, 
podrá impugnar el acto o acuerdo de una Entidad Local ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa, dentro del plazo señalado para la interposición del 
recurso de tal naturaleza señalado en la Ley Reguladora de dicha Jurisdicción, 
contado.:  

a) Desde el día siguiente a la notificación de aquel en que venza el requerimiento 
dirigido a la Entidad local, o al de la recepción de la comunicación de la misma 
rechazando el requerimiento, si se produce dentro del plazo señalado para ello.  



b) Desde el día siguiente a aquel en que venza el requerimiento dirigido a la Entidad 
local, o al de la recepción de la comunicación de la misma rechazando el 
requerimiento, si se produce dentro del plazo señalado para ello. 

c) Desde el día siguiente a aquel en que venza el requerimiento dirigido a la Entidad 
local, o al de la recepción de la comunicación de la misma, si se produce dentro 
del plazo señalado para ello.  

d) Desde el día siguiente a aquel en que venza el requerimiento dirigido a la Entidad 
local, si se produce dentro del plazo señalado para ello. 

 
68.- Dentro de los procedimientos de concesión de subvenciones, señala la 
respuesta correcta: 

a) El procedimiento ordinario de conceder subvenciones es la concesión directa. 
b) El procedimiento de concurrencia competitiva debe ser para los supuestos 

previstos en la ley. 
c) Las subvenciones previstas nominativamente en el presupuesto del 

Ayuntamiento, se podrán conceder de forma directa. 
d) En el procedimiento de concurrencia competitiva, no se tiene que hacer una 

prelación entre los candidatos a la subvención para poder entregarse. 
 
69.- El derecho al acceso a la información pública, archivos y registros, de 
acuerdo con lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordenamiento 
Jurídico: 

a) Es un derecho del interesado conforme al artículo 53 de la Ley 39/2015. 
b) Es un derecho de las personas en su relación con las administraciones públicas 

reconocido por el artículo 12 de la Ley 39/2015. 
c) Es un derecho regulado por la Ley 39/2015. 
d) Todas las respuestas anteriores son correctas. 

 
70.- El órgano competente para la aprobación del inventario y registro de bienes 
y derechos de una entidad local, así como sus rectificaciones anuales es: 

a) El Pleno de la Corporación. 
b) El Secretario de la Corporación con el visto bueno del Alcalde. 
c) El Alcalde en todo caso. 
d) El Pleno de la Corporación para la aprobación y el Alcalde para las 

rectificaciones anuales. 
 

PREGUNTAS RESERVA 
 
R1.- Según el Decreto Legislativo 1/2021, de 18 de junio, del Consell de aprobación 
del texto refundido de la Ley de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje, los 
bienes integrantes de los patrimonios públicos de suelo no podrán ser objeto de 
transmisión de su dominio, de acuerdo con lo establecido en la legislación estatal 
de suelo y con la legislación sobre el patrimonio de las administraciones públicas, 
entre otras, a través de alguna de las siguientes modalidades: 

a) Mediante enajenación por concurso público. 
b) Mediante subasta, cuando los bienes enajenados no estén sujetos a límite en el 

precio de explotación o no tengan el precio tasado oficialmente. 
c) Directamente por precio no inferior al valor de los terrenos a entidades de 

carácter benéfico y social, cooperativas de viviendas y entidades promotoras 
públicas que promuevan la construcción de viviendas protegidas. 

d) Mediante cesión gratuita a organismos públicos, sociedades, entidades o 
empresas de capital mayoritariamente público, o a otras administraciones 
públicas, siempre que el destino de la referida cesión sea la construcción, sobre 
el suelo cedido, de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública o 



cualquier otra de las actuaciones previstas en el apartado 1 del artículo 105 de 
la ley. 
 

R2.- Señale la respuesta incorrecta en relación con el principio de prudencia 
financiera regulado en el artículo 48 bis del TRLHL: 

a) Se considera activos financieros los instrumentos de capital o de patrimonio 
neto de otras entidades, los derechos a recibir efectivo u otro activo financiero 
de un tercero o de intercambiar con un tercero activos o pasivos financieros 
en condiciones potencialmente favorables. 

b) Todas las operaciones financieras que suscriban las Corporaciones Locales 
están sujetas al principio de prudencia financiera. 

c) No se consideran financieras todas aquellas operaciones que tengan por 
objeto concesión de avales, reavales u otra clase de garantías públicas o 
medidas de apoyo extrapresupuestario. 

d) Se entiende por prudencia financiera el conjunto de condiciones que deben 
cumplir las operaciones financieras para minimizar su riesgo y coste. 

 
R3.- Si un Ayuntamiento fuera solicitante de una subvención y no estuviera al 
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias o frente a la 
Seguridad Social: 

a) Podría ser beneficiario de la misma ya que estaría exento del cumplimiento de 
dichas obligaciones por la naturaleza pública de su personalidad jurídica.  

b) Estaría obligado al cumplimiento previo de dichas obligaciones para poder ser 
beneficiario de la subvención, a pesar de la naturaleza pública de su 
personalidad jurídica.  

c) Podría ser nombrado beneficiario pero antes del pago de la subvención debería 
acreditar el cumplimiento de las citadas obligaciones. 

d) Todas las respuestas son incorrectas. 
 
R4-. De acuerdo con los siguientes criterios regulados en el artículo 120 de la Ley 
de Régimen Jurídico del Sector Público, ordenados por prioridad en su aplicación 
y referidos a la situación en el primer día del ejercicio presupuestario, el consorcio 
quedará adscrito, en cada ejercicio presupuestario y por todo este periodo, a la 
Administración Pública que: (señale la incorrecta)  

a) Disponga de la mayoría de votos en los órganos de gobierno.  
b) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros de los 

órganos ejecutivos.  
c) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del 

personal directivo.  
d) Disponga del cincuenta por cuarenta por ciento del control sobre la actividad del 

consorcio debido a una normativa especial. 
 


